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INFORME NACIONAL SOBRE EL SEGUIMIENTO DE LA CUMBRE MUNDIAL

 EN FAVOR DE LA INFANCIA

A. INTRODUCCIÓN Y ANTECEDENTES.

La Delegación española que asistió a la Cumbre Mundial en favor de la infancia celebrada en Nueva York los días 29 y 30 de septiembre de 1990 estuvo presidida por el Presidente del Gobierno español.

Se presentó inicialmente un Avance del Plan Nacional de Acción para la Infancia, que una vez terminado de redactar fue presentado formalmente a UNICEF en 1996. 

El seguimiento del Plan se ha llevado en paralelo con el seguimiento de la aplicación de la Convención de los Derechos del Niño, puesto que sus objetivos pueden considerarse contenidos en los más generales de ésta. En este sentido, todos los esfuerzos de evaluación y seguimiento de la situación de la infancia en nuestro país se ha realizado siguiendo las pautas para la elaboración de los informes periódicos que están previstos en dicha Convención.

El Plan se configuró como un trabajo de sistematización agrupado en torno a varios ejes o áreas: Promoción de los derechos y participación de la infancia, Educación, Salud, Atención social a la infancia en situaciones de dificultad social, Convivencia y socialización familiar, Socialización en el tiempo libre y Cooperación internacional.

Por tanto, a lo largo de la década de los noventa se ha desarrollado una evaluación constante y continuada de la situación de la infancia en España que se ha materializado en los dos informes presentados al Comité de Derechos del Niño en cumplimiento de lo establecido en el artículo 44 de la Convención.

El primero de estos informes de cumplimiento de la Convención se entregó en 1993 y fue examinado por el Comité en las sesiones celebradas los días 6 y 7 de octubre de 1994.

En las Observaciones Finales a este informe el Comité señaló entre los principales temas de preocupación la repercusión de la alta tasa de desempleo y el deterioro del medio económico y social en los derechos de los niños.

A lo largo de esta década, sin embargo, la evolución de la economía española ha mostrado avances muy significativos en indicadores macroeconómicos y sociales que durante muchos años fueron permanentes focos de preocupación. El cumplimiento de los criterios de convergencia que permitieron la entrada de España en el Euro, puso de manifiesto la capacidad de la economía española para encarar la solución de algunas deficiencias estructurales históricas. Cabe destacar como los logros más significativos la reducción de la tasa de desempleo hasta niveles del 10 %; una reducción considerable de los tipos de interés, el control de la inflación y el control del déficit público con presupuesto equilibrado para el 2001. Estos logros de la coyuntura económica han ido acompañados de crecimientos del PIB por encima de la media comunitaria y fuertes inversiones en infraestructuras y saneamiento de las cuentas de la Seguridad Social. 

Esta tendencia favorable de nuestra economía se ha reflejado también en las políticas de infancia, traduciéndose en una mayor disposición de crédito. Así, en las subvenciones a organizaciones no gubernamentales destinadas a programas de infancia y de familias en dificultad social, el incremento experimentado en el año 2000 con respecto a 1991 ha sido de un 64% del presupuesto destinado a tal fin. Paralelamente, los programas centrados en estos ámbitos de actuación que se cofinancian por la Administración General del Estado con las Administraciones autonómicas y locales, de responsabilidad compartida, también han experimentado un incremento progresivo en su dotación económica. En 1991 se financiaban dos programas y actualmente se financian cuatro habiéndose multiplicado la dotación económica por quince.

Entre las recomendaciones formuladas por el Comité se hizo hincapié en la necesidad de que el Gobierno reforzara los mecanismos de coordinación, y desarrollara la evaluación a todos los niveles de la Administración para garantizar que la Convención sobre los Derechos del Niño se respete y aplique plenamente. Igualmente recomendó que se reuniera toda la información necesaria para obtener un panorama general de la situación de los niños en el país.

En esa línea de las recomendaciones del Comité, ya se cuenta en la actualidad con el Observatorio de la Infancia, creado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 12 de marzo de 1999. Este órgano se configura como un Grupo de Trabajo que tiene como objetivos básicos:

· hacer un diagnóstico o prospección de la situación de la infancia en general

· realizar una valoración de las políticas de infancia de todas las Administraciones Públicas

· proponer el impulso o iniciativas de acciones y medidas

En este Observatorio participan representantes de la Administración General del Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, de la Federación española de Municipios y Provincias, y de la Plataforma de Organizaciones no gubernamentales de infancia.

Por otra parte, es preciso señalar que el Comité, en sus sugerencias, citó la conveniencia de institucionalizar las relaciones con estas organizaciones a fin de movilizar la participación popular en actividades y programas relacionados con la promoción y protección de los derechos del niño. 

Desde el Gobierno se impulsó la creación de una Plataforma que aunara los esfuerzos de todas las organizaciones no gubernamentales que compartían el objetivo de la promoción y protección de los derechos del niño. De este modo, y a través de la misma, se ha facilitado la representación del ámbito privado en el Observatorio, y la fluidez y regularidad de las relaciones y la participación de las entidades privadas en el desarrollo de políticas públicas. 

Esta Plataforma de Organizaciones de Infancia se encuentra, a su vez, integrada en EURONET, la red europea de Organizaciones no gubernamentales de infancia, de la que forman parte organizaciones de todos los países de la Unión Europea.

En el mes de mayo de 1999 se presentó el segundo informe español sobre el cumplimiento de la Convención, que está aún pendiente de examen por el Comité, en el que se informa de las importantes innovaciones y modificaciones legislativas en materia de derechos y protección a la infancia del periodo 1993 – 1998, que suponen una traslación al ordenamiento jurídico interno de los principios y derechos contemplados en la Convención.

En el nivel estatal se aprobó la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, que expresamente establece que “los menores gozarán de los derechos que les reconoce la Constitución y los Tratados internacionales de los que España sea parte, especialmente la Convención de los Derechos del Niño de Naciones Unidas”.

De acuerdo con esta Ley, todas las actuaciones de protección del menor deberán tener en cuenta el interés superior de éste y no interferir en su vida escolar y social. Asimismo se deberá procurar, siempre que sea posible, la colaboración del menor y su familia en las actuaciones que correspondan y se deberá tener en cuenta su opinión. 

De igual modo se debe promover la permanencia del menor en su entorno familiar y la integración de éste en la familia que, en su caso, sustituya a su familia biológica, debiendo ésta satisfacer sus necesidades y establecer los vínculos que ayuden a su desarrollo personal.

La Ley diferencia las situaciones de riesgo, que no requieren la separación del menor de su familia y las de desamparo, que, por su mayor gravedad, hacen necesaria la extracción del mismo de su núcleo familiar, haciendo también una clasificación de las distintas modalidades de acogimiento familiar, que permite mayores posibilidades de aplicación a los supuestos reales a que debe darse respuesta (acogimiento simple, con carácter de transitoriedad, acogimiento permanente y acogimiento preadoptivo).

En materia de adopción, se introduce el requisito de la idoneidad de los adoptantes que habrá de apreciar la Entidad Pública y se regula la adopción internacional con el criterio de subsidiariedad y los requisitos básicos de las agencias para ser acreditadas.

Teniendo en cuenta la distribución de competencias entre los niveles territoriales de la Administración este desarrollo legislativo se ha realizado también en el ámbito autonómico. Son muchas las Comunidades Autónomas que han aprobado leyes propias de infancia donde se recogen sus derechos en aplicación de la Convención.

Es necesario precisar que no sólo se ha tratado de un proceso de desarrollo normativo, sino también de profunda renovación del ordenamiento jurídico en esta materia, recogiéndose de manera explícita la nueva filosofía respecto de la consideración del niño como sujeto de derechos que subyace en la Convención. 

Otras leyes relevantes para la situación de la infancia y la adolescencia aprobadas en este decenio son:

- La Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo que realizó una profunda reforma del sistema educativo español, y que se ha estado implantando progresivamente en todos los centros educativos en los últimos años, estableciendo la universalización y gratuidad de la enseñanza secundaria obligatoria hasta los 16 años.

- La Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio, en materia de justicia juvenil, modificó el procedimiento judicial para el tratamiento de los menores infractores, acomodándolo plenamente a los postulados de la Convención. Como se trató de una reforma urgente y parcial, se ha aprobado recientemente la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, con entrada en vigor en enero de 2001. Esta Ley, de acuerdo con las previsiones del Código Penal que en 1995 introdujo la mayoría de edad penal a partir de los dieciocho años, tiene un carácter eminentemente educativo y apuesta por las medidas alternativas al internamiento, procurando la reparación extrajudicial del daño, para evitar el proceso judicial en aquellos casos en los que es posible.

- Es interesante citar también la reforma del Código Penal operada por Ley Orgánica 11/1999, de 30 de abril, porque viene a adecuar la regulación de los delitos de naturaleza sexual (contra la libertad e indemnidad sexual) a los postulados que para la protección de la infancia frente a estos delitos se habían declarado por organismos internacionales y por las organizaciones no gubernamentales (incorporación de nuevas figuras delictivas, extraterritorialidad, agravamiento de las penas...). 

- También conviene destacar la Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio, en materia de protección a las víctimas de malos tratos, que introduce una serie de disposiciones relativas al proceso para evitar en lo posible el efecto de doble victimización que a menudo produce el subsiguiente proceso judicial en los niños que han sido agredidos (empleo de medios audiovisuales para la prueba testifical, prohibición de careos con el agresor...)

B. PROCESOS ESTABLECIDOS PARA EL EXAMEN DE FIN DE DECENIO.

Para la elaboración del presente informe se hizo en primer lugar una distribución de la documentación remitida por Naciones Unidas a los distintos organismos de la administración pública con competencia en las materias sobre las que se solicita información y a las organizaciones no gubernamentales que trabajan en estas áreas para que proporcionaran la información relevante.

Posteriormente se hizo un trabajo de recopilación y síntesis con todo el material recabado, incluido el referido a los indicadores que se establecieron para elaborar el apéndice estadístico.

La participación de las organizaciones de infancia, e incluso de representantes de los propios niños y niñas, se ha canalizado también a través del Foro que se organiza anualmente con ocasión del Día Universal de la Infancia, que en noviembre de 2000 se dedicó a este tema bajo el lema “Los Derechos de los niños y los nuevos retos de la Infancia ante el Siglo XXI”, y que ha servido de lugar de reflexión, análisis y debate sobre los logros alcanzados y los retos que se presentan de cara al futuro en esta materia.

C. ACCIÓN A ESCALA NACIONAL E INTERNACIONAL.

1.- Acción a escala nacional

Se ha realizado un importante esfuerzo para asignar la mayor prioridad posible a los programas para el bienestar de los niños en general y para cumplir las metas. 

La atención social a la infancia en dificultad social, como uno de los sectores clave de las políticas generales de protección y promoción de los derechos de la infancia, está integrado en el Sistema Público de Servicios Sociales.

Este Sistema está constituido por el conjunto de servicios y prestaciones de la Administración General del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, que tienen como propósito la promoción y desarrollo de todas las personas y grupos de la sociedad para la mejora del bienestar social y de la calidad de vida, la garantía de la cobertura de las necesidades sociales, del ejercicio de sus derechos y de la igualdad, así como la prevención y eliminación de las causas que conducen a la exclusión y marginación social.

Las tres Administraciones Públicas (estatal, autonómica y local) participan en el desarrollo de Prestaciones Básicas de Servicios Sociales que se llevan a cabo directamente en los municipios o Corporaciones Locales, por ser ésta la Administración más próxima a los ciudadanos.

Estos servicios se materializan (financiera y técnicamente) mediante un Plan Concertado suscrito entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las Comunidades Autónomas a través de las siguientes prestaciones sociales: Información y orientación, ayuda en domicilio, alojamiento alternativo y prevención e inserción social.

Asimismo, se ha avanzado en el desarrollo de mecanismos apropiados para reunir, analizar y publicar regularmente los datos para vigilar los indicadores sociales pertinentes al bienestar de los niños.

El Observatorio de la Infancia actúa como órgano permanente de recogida y análisis de la información disponible en diferentes fuentes nacionales e internacionales sobre infancia. Como ya se ha indicado, sus miembros representan todo el espectro competencial en materia de infancia de la Administración General del Estado, Comunidades Autónomas, Administraciones Locales y Organizaciones no Gubernamentales de Infancia.

Como soporte de toda la información que se reúne y genera en el marco del Observatorio, se ha creado una Base de Datos de Infancia que tiene tres áreas diferenciadas: Legislativa y Jurisprudencial, Programas de Infancia (tanto de instituciones públicas como privadas) y Estadística.

Como fuentes de información para esta base, en sus aspectos estadísticos sobre bienestar social y protección a la infancia, se puede citar la “Estadística Básica de Protección a la Infancia”, que recoge de manera sistemática y periódica datos sobre las medidas de protección que llevan a cabo las Comunidades Autónomas y el “Sistema de Información de Usuarios de Servicios Sociales”, que incorpora las actuaciones que tienen lugar en los municipios.

Las medidas que se contemplan están adaptadas al marco normativo de protección de menores: tutelas, acogimientos en residencias, acogimientos familiares y adopciones, así como las intervenciones en situación de riesgo. El desarrollo de esta operación estadística ha exigido la homogeneización de los sistemas de información de las Comunidades Autónomas en el ámbito de la protección de menores en situación de riesgo y desamparo.

Pese a todo, es todavía difícil determinar con precisión en qué medida los avances del Sistema de Bienestar social en España han repercutido en los niños, ya que gran parte de sus beneficios le llegan a través de sus familias. Por otra parte, en muchas estadísticas no se contempla de manera desagregada los datos relativos específicamente a la franja de población de cero a dieciocho años. Una gran parte del gasto social se dirige al sostenimiento de dos sistemas de servicios cuyo disfrute se ha universalizado: el sistema sanitario y el sistema educativo. Especialmente en este último, los niños constituyen el grupo de población directamente beneficiado.

Respecto al compromiso de aumentar las actividades de investigación y desarrollo (en materia de salud, de desarrollo infantil, de atención a niños separados de sus familias), se puede afirmar que la investigación sobre la temática de infancia y familia a lo largo de esta década ha sido particularmente intensa. 

Muchos departamentos universitarios de diferentes disciplinas han desarrollado estudios y tesis doctorales al respecto con un elevado rigor científico y desde metodologías diferentes.

Muchas de estas investigaciones han estado impulsadas y apoyadas desde las instituciones públicas con competencia en materia de infancia y adolescencia. Concretamente, las principales líneas de investigaciones y estudios desarrolladas en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, referidas a la infancia y la familia desde 1996 se encuadran en los siguientes ámbitos:

1. Infancia y Familia.
2. Sistema Público de Servicios Sociales.

3. Grupos Vulnerables.

4. Pobreza y Desigualdad Social

5. El Tercer Sector (Organizaciones no Gubernamentales y Voluntariado)

Dentro de esta línea específica de Infancia y Familia, y considerando las unidades familiares, en general, como el principal núcleo de apoyo social, necesitando una especial atención los hogares con hijos menores de edad, se han realizado estudios dirigidos a actuar sobre aquellas situaciones familiares que supongan riesgo y desprotección. Y así se han realizado estudios, informes e investigaciones sobre: Trabajo infantil, Indicadores de riesgo de desadaptación, Malos tratos a la infancia, Infancia en riesgo social, Niños dependientes de instituciones, Adopción Internacional y sus entidades colaboradoras, Estilos de vida familiar y Familias monoparentales.

Todas estas investigaciones han sido desarrolladas con el apoyo de diferentes administraciones públicas y organizaciones que trabajan en el campo de la acción social. 

El Observatorio de la Infancia, consciente de la importancia de su divulgación, ha reunido en un Catálogo las últimas investigaciones realizadas en España con el objetivo de conocer y compartir las iniciativas que en este sentido han tenido lugar en todo el territorio español.

2. Acción a escala internacional.

Dentro de su política de cooperación para el desarrollo, España está firmemente comprometida con la defensa de los derechos de los más desfavorecidos, atribuyendo una especial atención a la protección de los niños y las niñas. Así expresa textualmente la Ley 23/1998 de Cooperación Internacional para el Desarrollo que, en su Artículo 7-Prioridades sectoriales, menciona expresamente "la defensa de los grupos de población más vulnerables (menores, con especial atención a la erradicación de la explotación laboral infantil...") y el recientemente aprobado Plan Director de la Cooperación Española (2001-2004) que, en su Capítulo IV fija como objetivos, entre otros, "la consecución de la escolarización básica universal para el 2015, la reducción de la mortalidad infantil en dos tercios para el 2015" y, en general, el suministro de servicios sociales básicos y ayuda asistencial para los más desfavorecidos.

Sin embargo, y como veremos a continuación, desde mucho antes de la promulgación de la mencionada Ley, la AECI ya venía desarrollando una activa labor a favor de la infancia, tanto por vía bilateral como a través de mecanismos multilaterales en colaboración con instituciones supranacionales del Sistema de las Naciones o de otra índole. De forma resumida, las múltiples actividades desarrolladas en los últimos años a favor de la infancia son las siguientes:

A.- COOPERACIÓN MULTILATERAL

Entre ellas destaca por su importancia el apoyo que, desde 1995, viene dando la AECI al Programa de Erradicación del Trabajo Infantil en Iberoamérica (IPEC) que desarrolla a nivel mundial la Organización Internacional del Trabajo (OIT), organismo con el que la AECI suscribió en dicho año un convenio de colaboración para financiar en su integridad el programa IPEC por un período de 5 años (1996-2000) y una aportación financiera de 12.500.00 dólares USA, que incluye la financiación de tres puestos de expertos superiores. El programa, que actúa en 17 países de la Región, fue evaluado en 1999 por consultores independientes, que elogiaron los logros alcanzados y, ante la magnitud del problema, recomendaron su extensión en una Segunda Fase.

Atendiendo dichas recomendaciones, la AECI ha decidido financiar dicha Segunda Fase durante el período 2001-2004, con una nueva aportación financiera de 7.000.000 de dólares.

Entre los logros más destacables de este proyecto, uno de los mayores que financia actualmente  la AECI, cabe destacar el haber logrado un cambio de actitud de los gobiernos y las sociedades civiles de la región hacia un problema social de enorme envergadura, consiguiendo que la problemática del trabajo infantil forme parte, hoy día, de la Agenda Política Regional, logrando una convergencia de metas que van desde la adaptación de las legislaciones, el mejoramiento de las estadísticas laborales infantiles, la ampliación de la cobertura de las inspecciones laborales, la introducción de políticas educativas y de salud para los niños trabajadores y, lo que es particularmente importante, la suscripción y ratificación, por la mayoría de los países iberoamericanos, de las Convenciones de la OIT sobre Edad Laboral (nº 138) y sobre "Peores Formas de Trabajo Infantil (nº 182). Por otra parte, el Programa está desarrollando unos 50 "Programas de Acción Directa", especialmente en sectores de alto riesgo, adoptando un enfoque práctico e integral, fortaleciendo la educación como eje clave de las acciones, dando cobertura sanitaria a los niños, implantando programas de prevención de riesgos laborales y estableciendo alternativas de ingresos familiares, bien bajo la modalidad de microcréditos, talleres productivos y/o empresas familiares.

Las actividades de la AECI a favor de la infancia, por la vía multilateral, no se limitan al gran programa que se acaba de comentar, con ser éste, con mucho, el más importante de todos.

Así, desde 1992, la AECI viene colaborando anualmente con la Organización Panamericana de Salud (OPS),  rama latinoamericana de la OMS, financiando el llamado "Programa de salud en Iberoamérica" que incluye diversos componentes dedicados exclusivamente a la infancia. Desde 1995 se viene financiando el Programa Regional de Erradicación del Sarampión de las Américas, el Programa de Prevención de las Enfermedades Respiratorias y Diarreicas Agudas en la Infancia (IRA/ERA) y el programa, habiendo dedicado a estas actividades una cantidad de 760 millones de pesetas.

Con el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), en 1995 la AECI suscribió dos convenios para financiar, respectivamente, un "Programa para la Protección de Niños en Conflicto con la Ley y Desmovilización de Niños Soldados" en Ruanda, que ejecutó el Comité Español del Unicef y un "Programa de Salud en Argelia", financiando la adquisición de vacunas para la inmunización de un millón de niños argelinos contra las enfermedades más comunes de la primera infancia. La asignación financiera a ambos programas fue de unos 260 millones de pesetas.

En 1999, la AECI ha suscrito un nuevo convenio con Unicef para financiar el proyecto "Salud y Bienestar de la Mujer y el Niño en Mauritania", con una dotación financiera de 150 millones de pesetas, y cuya finalidad es dotar de equipos y medicamentos esenciales a varios centros de atención primaria materno-infantil y erradicar varias enfermedades endémicas que afectan especialmente a la infancia de aquel país.

Por otra parte, también la AECI, por la vía multi-bilateral, viene manteniendo desde 1995 una colaboración con el Fondo de Población de las Naciones Unidas (FNUAP) que se ha materializado en la financiación de dos proyectos sobre Salud Reproductiva, respectivamente en Filipinas y Argelia, que benefician tanto a las madres como a los niños, y a los que se han dedicado recursos por valor de 158 millones de pesetas.

B.- COOPERACIÓN BILATERAL

También por la vía bilateral, incluyendo aquí las subvenciones que se otorgan a las Organizaciones No Gubernamentales para ejecución de proyectos en países en desarrollo, una considerable parte de los recursos disponibles se orientan a la financiación de proyectos que benefician directa, o indirectamente, a la infancia. La mayoría de estos proyectos van encaminados a mejorar las condiciones de salud y educación del colectivo infantil.

Sería extremadamente prolijo presentar aquí la lista completa de los 207 proyectos y actividades de formación cuya finalidad es la de mejorar, en todos los sentidos, las condiciones de vida de la infancia, y su acceso a los servicios sociales básicos, por lo que presentaremos un resumen, clasificado por regiones geográficas.

La Cooperación Española, a través de la AECI, ha destinado en los últimos tres años (1998, 1999 y 2000), tanto por las vías bilateral y multilateral como a través de subvenciones a ONGs españolas, la cantidad total de 9.947.701.420.-ptas a la financiación de 207 proyectos y actividades de formación que benefician directamente a la infancia, estando la gran mayoría de ellos dedicados a mejorar las condiciones de salud de los niños, facilitando su acceso a los servicios básicos de salud y creando las condiciones que permitan la escolarización del mayor número posible de niños y niñas.

D. MEDIDAS ESPECÍFICAS RELACIONADAS CON LA SUPERVIVENCIA, LA PROTECCIÓN Y EL DESARROLLO DEL NIÑO. (Principales obstáculos, progresos logrados y conclusiones obtenidas respecto a:)
a) - Difundir y promover la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño, y promover su puesta en práctica y vigilancia.

Desde 1990 hasta el año 2000 muchas han sido las iniciativas para la difusión de la Convención de los Derechos del Niño con el propósito de concienciar a la sociedad y hacerles partícipes de las necesidades de la infancia en general, y de algunos sectores de la población infantil y juvenil en particular. La organización de una Exposición sobre los Derechos de la Infancia en el marco del 30 aniversario de la Declaración que ha sido itinerante por toda la geografía española fue el punto de partida de un proceso divulgativo constante y continuo. 

En 1991, el Gobierno español llevó a cabo una campaña de sensibilización de la opinión pública a través de los medios de comunicación a nivel nacional. En su elaboración participaron Organizaciones no gubernamentales de Infancia y familia que se hicieron eco de su mensaje. El objetivo principal fue transmitir la importancia del conocimiento del mundo de la infancia. El lema central: “Escúchalos” se dirigió a los adultos planteando una comunicación con los niños y jóvenes basada en el diálogo y en la capacidad de escuchar activamente. 

Por otra parte, la celebración anual del 20 de noviembre como Día Universal de la Infancia, ha venido siendo una oportunidad para la propagación y conocimiento de los derechos de la infancia, poniendo el acento en la cooperación con las Organizaciones no Gubernamentales que trabajan en dicho ámbito y, por supuesto, en la participación activa de niños, niñas y jóvenes en la vida familiar y social.

En dicho marco del Día Universal de la Infancia, se han realizado otras campañas y foros de participación en colaboración con las administraciones públicas implicadas en la defensa de los derechos de la infancia, ONGS y con la participación de los propios protagonistas, los niños, las niñas y los jóvenes, que han tenido espacios para el debate y la discusión de los temas que más les interesan entre ellos mismos y con los adultos.

Entre las campañas cabría destacar: “Lo querrás más que a un hijo” (1995), dirigida a la adopción de niños y niñas con características especiales, “Dale color a tus derechos” (1997), “Educa, no peques” para la sensibilización contra el castigo físico en la familia (1999), y “La guerra no es un juego de niños” contra el reclutamiento de los niños en conflictos armados (1999) y el foro de participación: “Todos los derechos humanos para todos” (1998). 

Por otra parte, dentro de los programas que se subvencionan por el Ministerio de Trbajo y Asuntos Sociales a través del régimen general de subvenciones, se incluyen las acciones desarrolladas por entidades privadas expresamente dirigidas a la sensibilización sobre la Convención de los Derechos del Niño.

b) Combatir las enfermedades infantiles.
En general, y en términos comparativos, la salud de nuestros niños y niñas es muy buena, lo cual no significa que no queden aún algunos aspectos por mejorar. Como ha manifestado repetidamente la Organización Mundial de la Salud (OMS), uno de los mejores indicadores del estado de salud de un país, lo constituye su tasa de mortalidad infantil. En esta década, la tasa se ha reducido en tres puntos, como se puede observar en el anexo estadístico. Para analizar la evolución del estado de salud de la población infantil española se han utilizado los aspectos más significativos, como son mortalidad, morbilidad hospitalaria, accidentes y hábitos sanitarios. 

Las tasas de mortalidad de menores de 5 años, pese a tener índices muy apropiados a principios de la década, ha seguido descendiendo durante todos los años medidos. La tasa de mortalidad entre las niñas es sensiblemente inferior que entre niños. Los indicadores actuales de mortalidad y morbilidad infantiles demuestran algunas diferencias por Comunidades Autónomas en el nivel de salud. La causa principal de la morbilidad hospitalaria son las enfermedades del aparato respiratorio, que también se han reducido a lo largo de esta década. 

Otro aspecto a considerar en relación con la salud de la población infantil son los hábitos sanitarios. La dieta alimentaria parece ser bastante adecuada, aunque se están empezando a observar altas cifras de colesterol entre los escolares. El hábito de ejercicio físico, sin embargo, es aún minoritario.

Con respecto a la vacunación, prácticamente la totalidad de la población infantil parecen estar vacunados correctamente, siendo este un índice más de la bondad de nuestro sistema sanitario. 

Queremos señalar la especial preocupación por lo que denominamos conductas peligrosas para la salud de los adolescentes, como son el consumo de trabajo, alcohol y drogas, ya que son hábitos bastante extendidos entre los jóvenes. Diversos estudios y sondeos de opinión entre nuestra población demuestran cierta tolerancia de nuestra sociedad hacia el consumo de alcohol y tabaco.

Se está reflejando un incremento en los embarazos de adolescentes, lo que también nos plantea la necesidad de prestar una mayor atención a la salud de este segmento de población, fundamentalmente en lo que se refiere a educación sexual y salud reproductiva.

c) Superar la desnutrición.

En nuestro país la desnutrición no está considerada como un problema a destacar, ya que la población infantil está sometida a controles pediátricos, o exámenes de salud periódicos, en los que se va haciendo un seguimiento de las medidas de peso, talla, etc... y no ha sido un indicador preocupante por parte de las autoridades sanitarias.

d) Mejorar la condición de las niñas y las mujeres. 

La Administración española anima y apoya a la comunidad educativa en los centros de atención a la primera infancia en la necesaria tarea de coeducar, entendiéndolo como educar sin diferenciar los mensajes en función del género. Responde con ello a procurar eliminar estereotipos arraigados en nuestra cultura, no sólo a la hora de reproducir modelos cuando se trata de realizar tareas domésticas, que persisten, sino también en las actividades relacionadas con el ocio, el juego y el tiempo libre de los niños y las niñas. El objetivo final de esta concepción de la educación en la igualdad es prevenir en las próximas generaciones, cualquier tipo de conflictos por discriminación, además de dar a las niñas la posibilidad de desarrollarse en todos los aspectos en igualdad de condiciones que los niños.

Por otra parte, el III Plan para la Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (1997/2000) establece las líneas de actuación con el fin de introducir la igualdad de sexo en todas las políticas activas, así como de impulsar el avance de la mujer en todas las esferas de la vida social, especialmente en los ámbitos de la economía productiva y de la toma de decisiones. El Plan otorga gran importancia al empleo, ya que una gran parte de las medidas que lo componen están destinadas a conseguir la incorporación de la mujer al mundo laboral. Se han introducido, además, los compromisos adquiridos en la IV Conferencia Mundial de Naciones Unidas de Beijing sobre las Mujeres donde se establecieron los principales retos a lograr antes del año 2000. 

Por otra parte, la sociedad española ha ido tomando conciencia no sólo de la gravedad de la violencia contra la mujer, sino también de la verdadera dimensión que este problema comporta. La violencia contra la mujer, y contra otros miembros de la familia, es decir, la violencia doméstica, ha superado la dimensión privada y ha pasado a ser considerada como un atentado a la propia sociedad como un ataque a la esencia de la democracia.

Por ello, se está insistiendo en la sensibilización de la sociedad frente a este fenómeno que, sin ser nuevo, empieza a ser mejor conocido al funcionar mecanismos de denuncia que alejan a las mujeres maltratadas de la actitud resignada del silencio.

En el contexto de estas políticas de sensibilización y actuación, se aprobó el Plan de Acción contra la Violencia Doméstica (1998-2000) contra el maltrato a la mujer que se articula en torno a seis grandes apartados: 1.- Sensibilización y Prevención. 2.- Educación y Formación.- 3.- Recursos Sociales.-4.-Sanidad.- 5 –Legislación y Práctica Jurídica.-6.- Investigación.

Se constituyó, además, un grupo de trabajo sobre la “Violencia en el ámbito familiar” que elaboró un estudio sobre este problema considerando a todos los miembros de la familia afectados por situaciones de violencia y estableciendo pautas de actuación para paliar este problema, siguiendo las mismas áreas de actuación que el Plan de Violencia contra el maltrato a la mujer. 

e) Velar por que se brinde apoyo a los padres. Prevenir la separación de los niños de sus familias y velar por su adecuada atención en los casos de separación de sus familias.

e.1) Medidas dirigidas a mejorar la calidad de vida en el ámbito familiar.

El apoyo a la familia, amparado por la Constitución Española, constituye una política prioritaria del Gobierno que responde al compromiso de mejorar la calidad de vida de los ciudadanos. 

Como hemos señalado, la mayor parte de los beneficios sociales les llegan a los niños a través de sus familias. Por ello, es importante hacer una referencia a los avances realizados en los últimos años en las políticas familiares que van dirigidas a mejorar la situación de las familias con menores a su cargo. Vamos a hacer referencia concretamente a las siguientes líneas de actuación:

· Política fiscal

· Beneficios de la Seguridad Social por hijo a cargo

· Conciliación de la vida familiar y laboral.

· Apoyo social a la familia.

e.1.1) Política fiscal.

La aprobación de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, ha supuesto una considerable mejora de la fiscalidad de las familias mediante un tratamiento fiscal favorable, que se traduce en una serie de medidas que consideran las peculiaridades y circunstancias de las familias teniendo en cuenta los recursos familiares. 

e.1.2) Beneficios de la Seguridad Social.

A partir de 1991 la protección familiar del sistema de la Seguridad Social se extiende al conjunto de la población, a través de la creación de una modalidad no contributiva, ampliando el sistema anterior que sólo alcanzaba a los trabajadores por cuenta ajena incluidos en algún régimen de la Seguridad Social.

En estos momentos la protección familiar de la Seguridad Social comprende prestaciones tales como: asignación económica por hijo a cargo menor de 18 años y por hijo minusválido a cargo Asignación; prestación de pago único a partir del tercer hijo; prestación por parto múltiple, etc..., además de las básicas de jubilación, viudedad, orfandad e invalidez.

Por otra parte, también es importante destacar la modificación de la normativa de la Seguridad Social (Ley de Consolidación y Racionalización del Sistema de Seguridad Social de 1997), por la que se amplía la edad límite requerida para recibir una pensión de orfandad (18 años), hasta los 23 años en el caso de orfandad absoluta y hasta los 21 años en el caso de que sobreviva uno de los progenitores, en aquellos supuestos en que los huérfanos no desarrollen actividad retribuida por cuenta ajena o propia.

e.1.3). Conciliación de responsabilidades familiares y laborales. 

La aprobación de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras también ha supuesto una mejora en la situación de las familias con hijos con medidas tales como: “ampliación del período de descanso por maternidad de dieciséis semanas en dos semanas más para cada hijo en caso de parto múltiple a partir del segundo”; “posibilidad de que el padre pueda disfrutar de hasta diez semanas de descanso por maternidad”; “creación de una nueva prestación de Seguridad Social por riesgo durante el embarazo”, etc..

Asimismo se ha introducido una importante mejora en la regulación de los permisos laborales por motivos familiares.

Las previsiones contenidas en esta Ley se consideran el punto de partida para que la mujer pueda participar en el mundo laboral en igualdad de oportunidades con el hombre, para que ambos puedan compartir las responsabilidades en relación con sus hijos.

e.1.4). Apoyo social a la familia.

a) Por una parte, se realiza a través de Programas y Planes en los que participan la Administración del Estado (a través del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales), las Comunidades Autónomas, y las administraciones locales.

Podemos citar los siguientes Programas y Planes que en la actualidad están financiándose por los tres niveles de las Administraciones Públicas cuyo desarrollo beneficia al colectivo de la infancia y la adolescencia :

· Programas de apoyo a familias en situaciones especiales 

· Programas para favorecer la conciliación entre vida familiar y laboral a través de la atención a la primera infancia

· Programas experimentales en el ámbito de la infancia maltratada

· Programas de ejecución de medidas alternativas al internamiento para menores infractores

· Plan de Acción para personas con Discapacidad 

· Programa contra la Exclusión Social

· Programa de Desarrollo Gitano

· Plan Concertado de Prestaciones Básicas de Servicios Sociales de Corporaciones Locales

· Plan de Integración Social de los Inmigrantes

Todos estos Programas tienen un impacto y un beneficio muy relevante para la infancia en general y muy especialmente para aquellos que se encuentran en situaciones de dificultad social. Los más significativos que tienen como sujetos beneficiarios directos a los niños y niñas, son los siguientes:

· - Programas experimentales en el ámbito de la infancia maltratada

Su objetivo es mejorar cualitativamente el sistema de protección a la infancia en dificultad social, especialmente en las situaciones de maltrato infantil. Se persigue obtener resultados cuantitativos respecto a los casos de maltrato infantil que permitan identificar los tipos de categorización del maltrato, las fuentes de detección y el medio en el que se produce para conocer la incidencia. Igualmente se persigue la detección precoz del problema y la atención y tratamiento de situaciones de maltrato infantil, tanto a las familias como a los propios niños y niñas.

En cada programa se incorpora el modelo de investigación con el fin de evaluar la utilidad del mismo como sistema de intervención y hacer extensiva los resultados de esa experiencia a otros colectivos y ámbitos territoriales distintos.

· Programas de atención a la primera infancia para favorecer la conciliación entre vida familiar y laboral .

Su objetivo es incrementar y mejorar la calidad de la oferta de servicios de atención a la primera infancia (0-3 años), así como facilitar el cumplimiento de la normativa vigente a los ya existentes.

Entre los servicios que se financian con las Comunidades Autónomas destacan las escuelas infantiles y las guarderías infantiles laborales. Además se apoya la creación de otros servicios como son las ludotecas, servicios de apoyo rural y centros de encuentros intergeneracionales.

· Programas de apoyo a familias en situaciones especiales 

Su objetivo es apoyar y prestar atención a familias que se encuentran en situaciones especiales, así como prevenir que estas situaciones puedan degenerar en situaciones de exclusión social o desintegración familiar. Dentro de este programa general están otros incluidos:

· El “Programa para la educación familiar y atención de familias desfavorecidas y en situación de riesgo” , que contempla tanto actuaciones socioeducativas y asistenciales, como de inserción sociolaboral con la finalidad de capacitar a los adultos que desempeñan roles parentales para desenvolverse adecuadamente en el autocuidado, el cuidado y educación de los hijos y la atención, organización y mantenimiento del hogar.

· El “Programa de apoyo a familias monoparentales”, que está dirigido a aquellas familias encabezadas por un solo progenitor con hijos menores de dieciocho años, que se encuentran en situación de dificultad social, con la finalidad de prestarles apoyo en el cumplimiento de sus funciones parentales y en la superación de la situación de dificultad social en la que se encuentran.

· El “Programa de orientación y/o mediación familiar”, que tiene por objetivo atender los procesos de conflictividad familiar, situaciones que impliquen un riesgo de ruptura de la familia, o situaciones en las que la pareja haya decidido separarse, en cuyo caso se facilita el recurso a la mediación familiar como alternativa de negociación de sus responsabilidades parentales en interés de los niños. 

· El “Programa de apoyo a familias en cuyo seno se produce violencia familiar”, que está dirigido a aquellas familias en las que se haya detectado problemas de violencia, aunque se podrán contemplar actuaciones de tipo preventivo dirigidas a núcleos familiares determinados en situación de riesgo.

b) A estas actuaciones habría que añadir aquellos programas y servicios dirigidos a prestar apoyo social a las familias con hijos que se ponen en marcha por las Comunidades Autónomas o por los municipios dentro de sus planes de actuación propios, con cargo a sus propios presupuestos.

c) Por otra parte, desde la sociedad civil, a través de organizaciones no gubernamentales sin fin de lucro (fundaciones y asociaciones) se desarrollan programas dirigidos a diversos colectivos entre ellos la infancia y la familia, jóvenes, mujeres, personas con discapacidad, personas con problemas de drogodependencia, personas afectadas por el SIDA, pueblo gitano, personas reclusas y ex reclusas, migrantes, solicitantes de asilo, refugiados y desplazados que complementan la acción pública, y para la que reciben ayudas y subvenciones de las distintas administraciones públicas.

d) Por ultimo, podemos señalar la consideración de familia numerosa, a la que va unida el reconocimiento de determinados beneficios en forma de reducciones de tasas y precios en algunos servicios públicos, se ha adecuado a la realidad de las familias actuales y, en sucesivas reformas operadas en estos últimos años, se ha incluido en este grupo a las familias con tres hijos y a las que teniendo dos hijos uno de ellos se encuentre incapacitado.

e.2) Medidas dirigidas los menores separados de sus familias.

La protección de los menores en situación de desamparo se presta en primer término desde las administraciones de las Comunidades Autónomas, las cuales han dictado leyes propias que regulan esta materia. Estas regulaciones autonómicas, así como la regulación general estatal (Código Civil, la Ley 21/1987, de 11 de noviembre, y Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero, de protección jurídica del menor) tienen en común que la consideración del entorno familiar como el más adecuado para el desarrollo del niño, por lo que el sistema se orienta a proporcionar este entorno al niño, bien procurando su reintegración a su propia familia, cuando ello es posible, o bien proporcionándole un entorno familiar sustitutivo, a través de las instituciones del acogimiento familiar y de la adopción. Sólo cuando ello no es posible, y siempre procurando que no se prolongue excesivamente, el acogimiento será residencial.

En este ámbito, la Ley 21/1987 marcó un cambio fundamental en la protección de los menores en nuestro país, pues atribuye ex lege la tutela de los menores que se encuentran en situación de desamparo a la entidad pública que sea competente por razón de territorio, sin necesidad de constitución o declaración previa judicial, pero sin perjuicio de revisión judicial a posteriori, con el fin de agilizar las actuaciones protectoras. 

En definitiva, la regulación de 1987 otorga funciones muy relevantes a las Entidades Públicas, tales como: la tutela de los menores desamparados, la guarda, cuyo ejercicio lleva a cabo en sus propios Centros o en Centros concertados, la encomienda de la guarda mediante acogimiento familiar, etc..

La Ley O. 1/1996 ordena el sistema de protección vigente. Entre otros aspectos, recoge la conveniencia de que el internamiento en centro sea lo más breve posible, en beneficio de otras formas de protección que le proporcionan la convivencia en un entorno de vida familiar, así como la obligación de autorización y acreditación de todos los centros y servicios dirigidos a menores. 

La Administración no sólo interviene en caso de desamparo y asumiendo la tutela; también los padres pueden solicitar de la entidad pública que asuman la guarda del menor cuando por circunstancias graves no puedan hacerse cargo del menor. 

En cuanto a la institución de la adopción, es importante resaltar que siempre tiene lugar por resolución judicial y es necesaria la propuesta previa de la Entidad Pública competente. También se ha regulado la adopción internacional dado el gran auge que está teniendo en los últimos años en nuestro país. 

La ley española exige para su reconocimiento en nuestro país como adopción, cuando se ha constituido en el extranjero, que los efectos se correspondan con la adopción según la legislación española, y que los padres cuenten con una declaración de idoneidad para adoptar emitida por una entidad pública española.
Desde la Administración española se ha promovido la cooperación entre las autoridades de los países que intervienen en el proceso adoptivo, con el fin de garantizar los derechos de los niños implicados en estos procesos.

Esta cooperación está inspirada en el Convenio de la Haya de 29 de mayo de 1993, relativo a la protección del Niño y a la Cooperación en materia de adopción internacional, y que España ratificó el 30 de junio de 1995, cuyos principios fundamentales se han recogido en el artículo 25 de la Ley Orgánica 1/1996 citada.

A las entidades públicas les corresponde en todo caso recibir y tramitar las solicitudes de adopción, expedir certificados de idoneidad y, en su caso, de compromiso de seguimiento, y acreditar, controlar e inspeccionar a las entidades que realicen funciones de mediación en su ámbito territorial.

f) Velar por que se asigne prioridad al desarrollo del niño de corta edad; se proporcione acceso universal a la educación básica; se reduzca el analfabetismo de adultos; se imparta enseñanza de oficios y preparación para el trabajo; y se incremente la adquisición de conocimientos, aptitudes y valores por todos los cauces disponibles.

La Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, define la educación infantil como etapa educativa y establece sus líneas fundamentales. Declara el carácter voluntario de la misma, pero insta a las Administraciones Públicas a que garanticen la existencia de un número de plazas suficientes para asegurar la escolarización de la población que la solicite.

Entre los cursos 1986-87 y 1996-97, la escolarización en educación infantil en los 3 años de edad se ha cuadriplicado, llegando a una tasa neta de escolarización de casi el 67% (según datos mas recientes, en el curso 1998-99 era ya de un 82%). En este mismo periodo, la tasa neta de escolarización en los 4 años ha pasado del 86% hasta el 99% (Actualmente, es de un 100%) y en los 5 años se ha mantenido en el 100%.

La educación obligatoria abarca el periodo comprendido entre los seis y los dieciséis años.

La citada Ley señala entre sus objetivos el de proporcionar la capacitación necesaria para el ejercicio de actividades profesionales. Entre las enseñanzas de régimen general del sistema educativo se incluye la formación profesional de grado medio y la formación profesional de grado superior. Las acciones de formación profesional del sistema educativo se coordinan con las acciones que se desarrollan en el ámbito laboral, dirigidas a la formación continua en las empresas y a la inserción y reinserción laboral de los trabajadores (Plan Nacional de Formación Profesional, Programas de Escuelas Taller y Casas de Oficios).

g) Velar por que se preste especial atención a los niños que viven en condiciones especialmente difíciles, inclusive eliminando su explotación en el trabajo y combatiendo las toxicomanías, el tabaquismo y el alcoholismo entre los jóvenes.

En este apartado, se hace referencia a colectivos que están en situación especial como son los menores hospitalizados y los menores inmigrantes.

a) Menores hospitalizados

Las políticas educativas incluyen actuaciones de compensación dirigidas al alumnado que, por razones de hospitalización o de convalecencia prolongada en el domicilio, no puede seguir su proceso educativo en el centro en que está escolarizado durante períodos más o menos transitorios. Con ello se pretende asegurar, en las mejores condiciones posibles, la continuidad educativa del niño o niña hospitalizado y promover la coordinación de las aulas hospitalarias en los centros de referencia del alumno hospitalizado.

La medida se desarrolla a través de distintas actuaciones, como son: dotación de recursos personales y económicos para el funcionamiento de aulas escolares en los hospitales que cuentan con servicio pediátrico permanente y mantienen un número suficiente de alumnado en edad de escolaridad obligatoria; establecimiento de programas de atención domiciliaria, en colaboración con asociaciones y entidades sin ánimo de lucro y adaptación de los programas pedagógicos a las condiciones de hospitalización.

b) Menores inmigrantes

Además de la protección que se dispensa desde las Administraciones públicas a los menores en situación de desamparo y de riesgo, a la que hemos hecho referencia y que alcanza a todos los menores que estén en territorio español, tanto españoles como extranjeros, la situación particular de los menores inmigrantes permite hacer respecto a ellos algunas consideraciones particulares :

Por la situación geográfica de España, en los últimos diez años se ha intensificado notablemente la presencia de menores extranjeros no acompañados procedentes de los países del norte de Africa.

La protección jurídica dispensada a estos menores se concreta en su consideración como menores en situación de desamparo y por tanto, la entidad pública que en el territorio donde se encuentren tenga encomendada la competencia en materia de protección de menores, debe asumir su tutela. Esta tutela lleva a que se les acoja en un centro residencial, pero sus expectativas están orientadas al mundo laboral, y ello hace que no permanezcan en estos centros mucho tiempo, rechazando recursos educativos propios de su edad.

Paralelamente a esta protección que se les dispensa, las autoridades tratan de recoger las informaciones que permitan su repatriación a su lugar de origen, y si es posible, su reagrupación familiar, por lo que si éste no es su deseo suelen ocultar su identidad y nacionalidad lo que dificulta este proceso. Si este retorno no es posible, se procurará favorecer su integración social en nuestro país. 

Al ser éste uno de los problemas emergentes en materia de infancia y adolescencia en nuestro país, se ha constituido en el seno del Observatorio de la Infancia un Grupo de Trabajo con la participación de los representantes de la Comunidades Autónomas donde esta realidad es más apremiante y de las instituciones competentes de la Administración General del Estado.

A estos menores se les reconoce el derecho a la asistencia sanitaria y a la educación obligatoria en las mismas condiciones que los españoles.

En relación con los consumos nocivos en los jóvenes (alcohol, tabaco, drogas...), se puede afirmar que se combate con diversas acciones que van desde las limitaciones y prohibiciones en la publicidad o en la expendición de estos productos, recogidas en términos normativos, hasta las actuaciones positivas de fomento y promoción de hábitos de vida saludables en los jóvenes,  a través de programas formativos que desarrollan entidades no gubernamentales, y con materiales informativos y divulgativos publicados por instituciones públicas (guías para la prevención de drogodependencias, etc.). Son actuaciones que no están limitadas a entornos marginales, sino que se dirigen al conjunto de la población juvenil.

h) Velar por la protección de los niños en situaciones de conflicto armado y crear las bases para un mundo pacífico promoviendo los valores de paz, tolerancia, la comprensión y el diálogo;

Al ratificar la Convención de los Derechos del Niño, España se alineó junto a aquellos que consideraban insuficiente la protección dispensada por la misma y quiso declarar su apoyo a una postura mucho más exigente respecto al reclutamiento militar de los menores, haciendo una declaración oficial en ese sentido.

Desde que se inició el proceso, se apoyó la elaboración del Protocolo Facultativo a dicha Convención relativo a la participación de niños en los conflictos armados, finalmente aprobado en mayo de 2000, y que se encuentra en las últimas fases de tramitación parlamentaria para su ratificación.

Al establecer nuestra legislación que es preciso haber alcanzado la mayoría de edad para incorporarse a las fuerzas armadas tanto si es de forma voluntaria como obligatoria, se cumplen sobradamente los compromisos que se asumen con el Protocolo.

Desde el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales se apoyó una campaña conjunta de UNICEF y la Cruz Roja, que se inició en 1999, bajo el lema “La guerra no es un juego de niños” con el fin de dar a conocer a la opinión pública, especialmente en los foros educativos (escuelas y universidades) el grave problema de los niños que se ven afectados por las guerras y contribuir a extender y consolidar una Cultura de Paz.

En 1998 se aprobó la Ley 33/1998, de 5 de octubre, de prohibición total de minas antipersonal y armas de efecto similar.

Esta Ley recoge y refleja el apoyo financiero, técnico y humanitario de España a los programas de detección, desactivación y desmantelamiento de las minas existentes, a los de cooperación y asistencia a sus víctimas (concienciación, educación y rehabilitación de las poblaciones afectadas), así como al Fondo Fiduciario Internacional de Naciones Unidas para dichos fines.

En la misma línea mantenida hasta el momento, y en coincidencia con los términos de una proposición no de ley del Congreso de los Diputados de fecha 25 de febrero de 1997, el Gobierno español va a continuar las acciones ya emprendidas para lograr la universalidad de las medidas orientadas a la prohibición de empleo y eliminación de las minas antipersonal, promoviendo la adhesión a ellas de todos los países del mundo. También promoverá dicha universalidad en todos los foros internacionales pertinentes. De la misma manera va a continuar impulsando las tareas humanitarias de limpieza de minas y las acciones multilaterales necesarias para lograr tecnologías de localización, desactivación y destrucción de las minas antipersonal actualmente desplegadas, así como para el apoyo y la asistencia destinada a la recuperación física y psicológica de sus innumerables víctimas.

i) Prevenir la degradación del medio ambiente tratando de alcanzar las metas de la Cumbre Mundial, inculcando el respeto al medio ambiente natural y cambiando las pautas de consumo conducentes al despilfarro.

la Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE) dispone que la actividad educativa se desarrollará atendiendo, entre otros principios, a la formación en el respeto y defensa del medio ambiente. En aplicación de esta norma, se ponen en funcionamiento Aulas de Naturaleza con el objeto de apoyar la integración o incorporación de la Educación Ambiental como área educativa a través de la realización de actividades en medios diferentes al habitual del alumno, pero que, por sus características, permitan el diseño y desarrollo de contenidos pedagógicos de gran valor educativo desde el punto de vista de la conservación y respeto del medio ambiente y de la utilización racional de los recursos naturales.

En el marco de las políticas educativas, se abordan distintas estrategias de incorporación de los temas transversales a los proyectos educativos y curriculares de los centros, suministrando al profesorado los materiales didácticos necesarios para el desarrollo de la actividad. 

Cada año se convocan ayudas destinadas a apoyar la realización de actividades de educación ambiental.

j) Abordar los problemas de la pobreza y la deuda; movilizar recursos para el desarrollo; eliminar la transferencia neta de recursos desde países en desarrollo hacia países desarrollados; establecer un sistema equitativo de intercambio comercial; y velar por que se otorgue prioridad a los niños en el desarrollo económico y social.

La lucha contra la pobreza y la exclusión social constituye un objetivo primordial de las políticas de infancia, tanto a nivel nacional, como ya hemos referido, como a nivel internacional. 

Desde el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales se desarrolla el Programa de Lucha contra la Exclusión Social con el objetivo de promover acciones dirigidas a desarrollar y aplicar políticas globales encaminadas a una actuación de carácter integral sobre el conjunto de carencias que presentan las personas en situación de exclusión social: económicas, sociales, culturales, educativas, sanitarias, etc.

En el ámbito de la cooperación iberoamericana, la Red Intergubernamental Iberoamericana para la Lucha contra la Pobreza (RIBERLUP) que se constituyó en Madrid en 1999, en la sede el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, es una iniciativa en esta dirección. Sus miembros son autoridades de instituciones gubernamentales con competencias en materia de lucha contra la pobreza y la exclusión social, y en su defecto de infancia y familia, de los países que participan en ella. Tiene entre sus objetivos prioritarios el de promover el diálogo regional sobre el desarrollo de la política social en Iberoamérica estableciendo un sistema de información sobre Programas y Servicios sociales para la mejora de la calidad de vida de los colectivos necesitados.

E. LECCIONES OBTENIDAS. FACTORES FUNDAMENTALES QUE HAN OBSTACULIZADO O FACILITADO EL PROGRESO EN LA SITUACIÓN DE LOS NIÑOS Y PANORAMA GENERAL DE LOS PROBLEMAS QUE SUBSISTEN Y LAS CUESTIONES PRINCIPALES.

1. Los principios y derechos de la Convención han estado, desde que ésta entró a formar parte del ordenamiento jurídico español, en la base de la actividad de las instituciones públicas en el ejercicio de sus competencias de atención y protección a la infancia. Esta actividad sí que se encuentra, en la generalidad de los casos, planificada y sistematizada en el ámbito de algunas Comunidades Autónomas que tienen Planes de Infancia que ordenan sus programas de actuación en este área.

Además de ello están establecidos unos foros de coordinación de las instituciones de las Administraciones Públicas en materia de infancia, donde se debaten y acuerdan las líneas de actuación en las políticas de infancia. Los foros institucionalizados son: la Conferencia Sectorial de Asuntos Sociales, presidida por el Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, de la que forman parte los Consejeros de Bienestar Social de las Comunidades Autónomas, y la Comisión Interautonómica de Directores Generales de Infancia.

Por otra parte, el Observatorio de la Infancia, al que antes hemos hecho referencia, es también lugar de convergencia de todos los sectores que en mayor o menor medida tienen responsabilidades en esta materia.

2. El establecimiento de un nuevo sistema de protección de menores adaptado a la organización territorial del Estado derivada de la Constitución de 1978 inició un proceso de transferencias desde el Estado a las Comunidades Autónomas que se prolongó a lo largo de la década de los ochenta, y que dio paso durante la década de los noventa a un proceso de desarrollo y adaptación de los servicios de protección de menores de estas Comunidades Autónomas a las necesidades y demandas existentes en cada una de ellas. Las diferencias y desigualdades regionales se han manifestado en este proceso, y por ello se está realizando un continuo esfuerzo de coordinación con el objetivo de lograr la efectiva igualdad en el disfrute de los derechos sociales en lo que respecta a la atención a la infancia y adolescencia en todo el territorio nacional. 

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor, ha supuesto la culminación de todo el proceso de adaptación legislativa y práctica del sistema de protección a la infancia de nuestro país.

3. España ha pasado de ser en el transcurso de pocos años país emisor de emigrantes a ser receptor de inmigrantes. El aumento de la población inmigrante ha sido notorio en los últimos años, teniendo en cuenta la posición geográfica y cultural de España, como puerta de Europa, especialmente para la población africana e iberoamericana. Ello implica un considerable esfuerzo de integración que hoy por hoy ocupa uno de los principales focos de interés desde diversos puntos de vista: legislativo, social, cultural, educativo, etc. y que afecta en una gran parte a la infancia. 

Con este fenómeno inmigratorio han emergido nuevas necesidades para la integración de los menores, debido a sus circunstancias especiales, dando lugar a un cambio en las estrategias y sistemas de intervención, ya que el sistema español de protección a la infancia no responde a las expectativas de estos menores extranjeros que tienen como objetivo básico su rápida incorporación al mercado de trabajo.

4. La responsabilidad pública de la protección de menores implica en algunos casos la intervención en el último reducto privado que es la familia. La intimidad familiar sigue siendo a veces un obstáculo a la visibilidad de la infancia y la detección de situaciones de maltrato que se producen en el seno de la familia. También complica la obtención de datos como por ejemplo el trabajo infantil, ya que éste se produce a menudo en el marco de empresas familiares, o en trabajos agrícolas en los que la propia familia del niño encubre estas situaciones. 

5. En general, la insuficiencia de datos que contemplen a la infancia como categoría sociológica sobre los distintos aspectos de su bienestar y el grado de reconocimiento de sus derechos, es una realidad hacia la que aún hay que dirigir importantes esfuerzos. Ello se debe a diversos factores, como la invisibilidad del niño en la familia, la diversidad de instituciones y administraciones que tienen competencias relacionadas con la infancia o la inexistencia de desagregaciones homogéneas respecto de los tramos de edad, ya que no está el niño (0-18) como unidad de análisis en las distintas fuentes. 

6. El impacto de las nuevas tecnologías, la presencia constante de los medios de comunicación en la vida de los niños, la cultura del consumo, la publicidad desmedida e incontrolada, en definitiva la envergadura de la nueva sociedad de la información hace que no sea una tarea fácil de acometer la protección de la infancia de sus efectos nocivos y el aprovechamiento de sus ventajas para la educación y el desarrollo de los niños y adolescentes. Preocupa la profusión de imágenes e informaciones que resaltan el valor de la violencia en los contenidos que llegan a los niños y adolescentes y la urgencia de anteponer los principios de protección a la infancia y la juventud frente a los intereses comerciales que promueven estas actividades. 

7. La década de los noventa se ha caracterizado por el desarrollo de la iniciativa social. Con la aprobación de leyes como la de Fundaciones y la del Voluntariado se ha establecido un nuevo marco normativo que ha hecho posible una nueva configuración de la sociedad civil como agente de bienestar social. Al ser un desarrollo relativamente nuevo se debe continuar avanzando en la línea de reforzar a la sociedad civil en su papel de  complemento y contrapunto a la función que cumple el Estado en temas como la atención a la infancia.

8. Otro aspecto destacable es la necesidad de continuar mejorando y desarrollando la formación de los profesionales en el campo de la protección a la infancia, tanto de las Administraciones Públicas como las organizaciones no gubernamentales, a fin de integrar plenamente el concepto de interés superior del niño, y a abandonar definitivamente los paradigmas asistenciales.

9. Los cambios sociales han afectado a la paternidad y maternidad, y es necesario dar un mayor apoyo a las familias con hijos pequeños. Una gran parte de las actuaciones en este sentido deben ir dirigidas a la creación y desarrollo de los servicios para la atención de primera infancia, en número, calidad y versatilidad., y en general, los servicios que permitan la atención y el cuidado de los niños, tanto en tiempos escolares como de ocio (por ejemplo, comedores escolares) que se adaptan también a los horarios laborales de los padres, para posibilitar la conciliación de las responsabilidades laborales y familiares y la progresiva incorporación de la mujer al mundo laboral.

F. ACCIÓN FUTURA

El interés de las Administraciones Públicas y la iniciativa social por el bienestar de los niños y las niñas se ha hecho patente en nuestro país, a través del desarrollo legislativo que ha experimentado nuestro ordenamiento jurídico y de la puesta en marcha de acciones concretas que garantizan su aplicación, tal y como se ha venido exponiendo a lo largo del Informe.

Los retos que nos plantea el futuro pueden sintetizarse en los siguientes puntos:

1) Disponer de sistemas de información ágiles que permitan homogeneizar los datos, extraer conclusiones fiables y válidas sobre las que actuar y establecer comparaciones e indicadores de protección semejantes en todo el territorio nacional e incrementar la coordinación entre todos los agentes implicados en la mejora de la calidad de vida de los niños y sus familias.

Éste sería uno de los principales retos que tenemos que plantearnos ya que es la base sobre la que se deben diseñar unas políticas de infancia adecuadas a las necesidades existentes en la sociedad española. La labor iniciada por el Observatorio de Infancia supone un gran compromiso, en este sentido, por la pluralidad de Instituciones que lo componen y el sistema de información y estadísticas existentes en el mismo.
2) Potenciar políticas preventivas y de integración, evitando la exclusión y discriminación social, por motivos económicos o culturales. La principal herramienta es la educación, ya que desde la familia, la escuela y el entorno social, se deben fomentar la autonomía y la responsabilidad para el pleno desarrollo de los derechos y la participación de los ciudadanos como agentes de cambio en la vida comunitaria y familiar.

Para el desarrollo efectivo de estas políticas se deben promover acciones dirigidas a la formación de padres y al incremento de servicios de primera infancia de calidad, que den cobertura a las necesidades más emergentes, facilitando la conciliación de la vida laboral y familiar.

3) Incrementar nuestros esfuerzos en el pleno desarrollo y mejora permanente de los sistemas de atención y protección a la infancia, fomentando la aplicación de instituciones como el acogimiento familiar, como forma adecuada para que los menores en situación de desamparo puedan vivir en un ambiente familiar, evitando, dentro de lo posible, su permanencia en una institución, hasta tanto puedan volver con su familia biológica o pasen a situación de adopción.

Igualmente, introducir las modificaciones legislativas necesarias para mejorar los procedimientos administrativos y judiciales conducentes a la agilización y establecimiento de garantías máximas en la constitución de la adopción, siempre en interés del menor.

Asimismo, profundizar en los procedimientos y coordinación con las instituciones competentes en materia de adopción internacional de los países de origen de los menores, tomando como referencia el  Convenio de la Haya de 1993 sobre esta materia.

4) Tener presente en el desarrollo de nuestras políticas las situaciones de dramática necesidad en que viven muchos niños y niñas de otros países que no cuentan con dispositivos de atención que afronten sus necesidades básicas, por lo que tenemos que contribuyendo, por medio de la cooperación, al cambio de esas situaciones.

5) Desarrollar actuaciones dirigidas a los adolescentes:

· Prestando una especial atención a la salud de los adolescentes, sobre todo en lo referido a educación sexual para evitar embarazos no deseados, enfermedades de transmisión sexual, problemas nutricionales (anorexia, bulimia), etc.

· Sensibilizándoles contra el consumo de alcohol, tabaco y drogas.

· Mejorando los sistemas educativos para prevenir la exclusión social y la violencia juvenil.

· Realizando el seguimiento y actuaciones ante situaciones concretas de trabajo infantil.

· Fomentando su derecho a la participación en aquéllos asuntos que les conciernen en función de su edad y desarrollo evolutivo.

6) Potenciar la creación y disposición de mayores recursos sanitarios, educativos y de integración para los niños y jóvenes con problemas de discapacidad físicas o psíquicas o de salud mental.

7) Adaptar los recursos y servicios de atención a la infancia a las necesidades específicas de los niños extranjeros, trabajando a la vez los aspectos comunes, para evitar caer en situaciones de aislamiento y discriminación. 

8) Implementar y coordinar la optimización de los recursos existentes para la ejecución de las medidas previstas para menores infractores potenciando su carácter educativo y primando las medidas alternativas al internamiento. 

9) Hacer efectivo en la mayor medida posible el derecho de los niños y adolescentes a buscar, recibir y utilizar la información adecuada a su desarrollo, y velar por que los contenidos que llegan a los menores a través de los medios de comunicación se ajusten a los parámetros que exige su protección, promoviendo para ello las medidas legales o de otra índole que puedan resultar eficaces. Hay que conjugar el control sobre los contenidos que se ofrecen para la infancia y la juventud en los medios de comunicación y en las nuevas tecnologías de la información y al mismo tiempo aprovechar la gran oportunidad de aprendizaje, formación, entretenimiento y diversión que implica su utilización, promoviendo la puesta en marcha de códigos de autorregulación.

10) Potenciar el asociacionismo y la participación de los ciudadanos en las organizaciones no gubernamentales que trabajen en el ámbito de la infancia.

26 de enero de 2001

ESQUEMA DE LOS DATOS RECOGIDOS PARA

EVALUAR EL LOGRO OBTENIDO EN LAS METAS ESTABLECIDAS EN LA CUMBRE MUNDIAL A FAVOR

DE LA INFANCIA

1. Meta 1: Reducción de la tasa de mortalidad infantil y en la niñez

1.1. Defunciones según causa de muerte: causas externas de traumatismo y accidentes

1.2. Número de suicidios según medios empleados por sexo y edad

1.3. Tasa de mortalidad infantil, por sexo

1.4. Tasa de mortalidad para menores de 5 años, por sexo

1.5. Tasa de mortalidad por suicidio y lesiones autoinflingidas en jóvenes de 15 a 19 años por sexo

2. Meta 2: Reducción a la mitad de la tasa de mortalidad materna

2.1. Número de muertes de mujeres por causas relacionadas con el embarazo, por grupos de edad

3. Meta 3: Reducción a la mitad de la tasa de desnutrición severa y moderada de los niños menores de 5 años

3.1. Enfermos dados de alta por deficiencias de la nutrición, por sexo y edad

4. Meta 4: Acceso universal al agua potable

4.1. Número y porcentaje de viviendas con agua corriente

4.2. Porcentaje de población que viven en viviendas con agua corriente y retrete

5. Meta 5: Acceso universal de medios sanitarios de eliminación de excretas

5.1. Número y porcentaje de viviendas con retrete

5.2. Porcentaje de población que vive en viviendas con agua corriente y retrete

6. Meta 6: Acceso universal a la educación básica y primaria para por lo menos el 80% de los niños de la edad

6.1. Logro de aprendizaje adquirido

6.2. Ratio alumno/profesor por nivel de enseñanza

6.3. Ratio alumno/unidad por nivel de enseñanza

6.4. Tasa de finalización de estudios por enseñanza, titulación y sexo

6.5. Tasas netas de escolaridad en edades significativas, por sexo y cc.aa

7. Meta 7: Reducción a por lo menos la 1/2 del nivel de 1990 de la tasa de analfabetismo de adultos

7.1. Nivel educativo de la población, por sexo

7.2. Porcentaje de jóvenes de 15 a 17 años que habitualmente usa el ordenador

8. Meta 8: Proporcionar protección mejorada para los niños en circunstancias difíciles y atacar a sus causas.

8.1. Delitos y detenidos por corrupción de menores y pornografía de menores

8.2. Estadística básica de protección a la infancia

8.3. Guarda de menores por comunidad autónoma

8.4. Menores de 18 años víctimas de delitos contra la libertad sexual, por sexo y edad

8.5. Menores de 18 años, víctimas de malos tratos en el ámbito familiar, por sexo y edad

8.6. Menores de 18 años, víctimas de malos tratos en el ámbito familiar, por sexo y país

8.7. Menores de 18 años, víctimas de malos tratos en el ámbito familiar, por sexo y provincia

8.8. Número estimado de niños (0 a 14 años) pobres y tasa de pobreza infantil, por CC.AA.

8.9. Número y porcentaje estimado de población bajo el umbral de la pobreza, por edades

8.10. Porcentaje de niños menores de 15 años discapacitados (I)

8.11. Porcentaje de niños menores de 15 años discapacitados (II)

9. Meta 9: Atención especial a la salud y nutrición de las niñas y de las mujeres embarazadas y lactantes

9.1. Tasa de fecundidad de mujeres de 15 a 19 años

9.2. Tasa de fecundidad en mujeres de 15 a 19 años, por CC.AA

9.3. Número y porcentaje de casos de sida por edad

10. Meta 10: Acceso de todas las parejas a información y servicios para prevenir embarazos tempranos

10.1. Tasa de fecundidad en mujeres de 15 a 19 años

10.2. Tasa de fecundidad en mujeres de 15 a 19 años por CC.AA

10.3. Tasa global de fecundidad en mujeres de 15 a 49 años

10.4. Tasa de fecundidad por grupos de edad

10.5. Prevalencia anticonceptiva. Porcentaje de mujeres de 15-49 años que usan anticonceptivos

10.6. Prevalencia anticonceptiva. Porcentaje de mujeres de 18-49 años que usan anticonceptivos

11. Meta 11: Acceso de las mujeres embarazadas a atención prenatal, a personal capacitado y a instituciones

11.1. Número y porcentaje de nacimientos según asistencia sanitaria

11.2. Uso durante el embarazo de los servicios de atención primaria

12. Meta 12: Reducción de la tasa de bajo peso al nacer

12.1. Número y porcentaje de nacidos vivos que pesaron menos de 2,5 kgs al nacer

13. Meta 13: Reducción de la anemia férrica en mujeres a una tercera parte del nivel de 1990

14. Meta 14: Eliminación virtual de los desórdenes por deficiencia de yodo

15. Meta 15: Eliminación virtual de la deficiencia de vitamina A (DVA) y sus consecuencias, incluyendo ceguera

16. Meta 16: Estimulación para que las mujeres amamanten a sus hijos el mayor tiempo posible

16.1. Permiso por maternidad y paternidad

16.2. Número de establecimientos "amistosos" hacia los bebés

16.3. Tipo de lactancia de los niños a las 6 semanas, 3 meses y 6 meses

17. Meta 17: Que se institucionalice la promoción del crecimiento y su seguimiento para fines de los años 90

18. Meta 18: Diseminación del conocimiento y servicios de apoyo para aumentar la producción de alimentos

19. Meta 19: Erradicación global de la poliomielitis hacia el año 2000

19.1. Casos declarados de poliomielitis y tétanos neonatal

20. Meta 20: Eliminación del tétano neonatal hacia el año 1995

20.1. Casos declarados de poliomielitis y tétanos neonatal

21. Meta 21: Reducción del 95% en las muertes por sarampión y en el 90% de casos de sarampión en comparación con

21.1. Muertes por sarampión de 5 años, clasificados por sexo

22. Meta 22: Mantenimiento de un alto nivel de cobertura inmunológica

22.1. Porcentaje de niños de 1 año inmunizados contra difteria, pertusis y tétano (DPT)

22.2. Porcentaje de niños de 1 año inmunizados contra poliomielitis

22.3. Porcentaje de niños de 1 año inmunizados contra sarampión

23. Meta 23: Reducción de un 50% de muertes por diarrea en niños menores de cinco años y reducción del 25% en la tasa de 

23.1. Casos de enfermedades infecciosas intestinales en menores de 5 años

23.2. Tasa de mortalidad por enfermedades infecciosas intestinales en menores de 5 años

24. Meta 24: Reducción en una 1/3 parte de las muertes por infecciones respiratorias agudas en los niños menores de cinco años

24.1. Muertes por enfermedades del aparato respiratorio, por sexo y edad

24.2. Tasa de mortalidad por neumonía en menores de 5 años, por CC.AA

25. Meta 25: Eliminación de la enfermedad de la dracunculiasis hacia el año 2000

26. Meta 26: Expansión de las actividades de aprendizaje temprano

26.1. Tasa netas de escolaridad en edades significativas, por sexo

27. Meta 27: Aumento de los conocimientos, habilidades y valores para una vida mejor

28. Indicadores adicionales para el seguimiento de los derechos del niño

28.1. Edad de responsabilidad criminal

28.2. Menores solicitantes de asilo

29. Indicadores adicionales para el seguimiento de la iniciativa IMCI y la malaria

30. Indicadores adicionales para el seguimiento de VIH/SIDA

30.1. Edad media de la maternidad

30.2. Edad media de la madre al primer nacimiento

30.3. Identificación por parte de las mujeres de las formas de transmisión  del sida

30.4. Identificación por parte de las mujeres de las medidas para protegerse del sida

30.5. Percepción de las mujeres del riesgo de contraer sida para determinados colectivos

30.6. Porcentaje de mujeres que expresan actitudes discriminatorias hacia gente con VIH(SIDA (I)

30.7. Porcentaje de mujeres que expresan actitudes discriminatorias hacia gente con VIH/SIDA (II)

30.8. Porcentaje de mujeres que expresan actitudes discriminatorias hacia gente con VIH/SIDA (III)

31. Otros indicadores: Cooperación bilateral para proyectos de desarrollo.

31. Otros indicadores: Cooperación bilateral para proyectos de desarrollo.

Cooperación bilateral: subvenciones para la ejecución de proyectos en países en desarrollo, destinados en su mayoría a mejorar las condiciones de salud y educación del colectivo infantil. (AÑOS 1998, 1999 Y 2000)

Por Regiones:

Iberoamérica

PAÍS
Nº DE PROYECTOS
FINANCIACIÓN (Ptas)

Bolivia
19
1.024.866.000.-

Brasil
2
53.563.000.-

Colombia
9
214.759.000.-

Costa Rica
5
56.735.750.-

Cuba
2
74.732.000.-

Ecuador
6
194.630.000.-

El Salvador
9
307.170.000.-

Guatemala
12
219.112.000.-

Honduras
7
168.297.000.-

México
10
3.239.375.-

Nicaragua
2
74.337.000.-

Paraguay
6
152.550.000.-

Perú
24
797.288.000.-

República Dominicana
7
227.950.000.-

Uruguay
1
4.000.000.-

Venezuela
3
87.271.000.-

T O T A L


124
3.660.500.125.-



Africa Subsahariana

Angola
1
55.000.000

Camerún
1
13.781.000

Gabón
1
36.890.000

Guinea Ecuatorial
6
831.217.000

Kenia
3
86.788.000

Mozambique
3
62.218.000

Sudáfrica
2
45.364.000

Uganda
1
24.425.000

T O T A L
18
1.155.683.000

Magreb y otros Países Arabes

Egipto
1
38.907.000

Jordania
3
101.496.000

Líbano
1
125.064.000

Mauritania
2
133.833.000

Marruecos
8
412.958.000

Palestina
4
204.644.000

Túnez
1
50.032.000

T O T A L
20
1.066.934.000

Asia y Extremo Oriente
Filipinas
2
91.523.000

India
2
55.890.000

T O T A L
4
147.413.000

Europa Oriental
Albania
9
255.578.000

Bosnia-Herzegovina
9
425.519.000

Bulgaria
2
96.208.000

Croacia
1
50.000.000

Kosovo
1
40.000.000

Rumanía
1
63.490.000

Yugoeslavia
4
145.381.000

T O T A L
27
1.076.176.000

Cursos, Seminarios y Talleres sobre temas de infancia, celebrados en los Centros Iberoamericanos de Formación (CIF) de la AECI en Iberoamérica.

CIF La Antigua, Guatemala
6
22.821.480

CIF Cartagena de Indias, Col.
6
9.015.950

CIF Sta. Cruz de la Sierra. Bol.
2
8.508.160

T O T A L
14
40.345.590

RESUMEN

PROYECTOS Y OTRAS ACTIVIDADES DE LA COOPERACIÓN ESPAÑOLA 

A FAVOR DE LA INFANCIA (AÑOS 1998, 1999 Y 2000)

Cooperación Bilateral

Región
Nº de proyectos
Monto total (Ptas)

Iberoamérica
124
3.660.500.125

Actividades en los CIFs
14
40.345.590

África
18
1.155.683.000

Países Arabes y Magreb
20
1.066.934.000

Asia y Extremo Oriente
4
147.413.000

Europa Oriental
27
1.076.176.000

T O T A L
193
7.147.051.715

Cooperación Multilateral

Organismo Internacional
Proyecto (s)
Monto total (Ptas.)





OIT
Erradicación del Trabajo Infantil en Iberoamérica
1.797.649.705

UNICEF
Salud del Niño en Mauritania

Programa Vacunación-Argelia

Niños Soldados-Ruanda
150.000.000

260.000.000

OPS
Control Afecciones Prevalentes en la infancia (IRA/EDA y AIEPI)
435.000.000

FNUAP
Salud Materno-infantil - Argelia
158.000.000





TOTAL

2.800.649.705

INFORME NACIONAL SOBRE EL SEGUIMIENTO 

DE LA CUMBRE MUNDIAL 

EN FAVOR DE LA INFANCIA


29 de diciembre de 2000

INFORME NACIONAL SOBRE EL SEGUIMIENTO DE LA CUMBRE MUNDIAL EN FAVOR DE LA INFANCIA


G. Apéndice estadístico
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